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Misión de Apoyo al Proceso de Paz en Colombia alertó sobre la urgencia de reformar la Ley de Justicia y Paz
 
Bogotá, 20 de octubre de 2011. La reforma a la Ley 975 de 2005 es urgente. Así lo advierte el informe “Diagnóstico de Justicia y Paz en el marco de la justicia transicional en Colombia”, recibido hoy por el Ministro de Justicia y del Derecho, Juan Carlos Esguerra, de manos del jefe de la Misión de Apoyo al Proceso de Paz de la OEA en Colombia, Marcelo Álvarez.
 
Entre las propuestas contenidas en el documento se destaca la de sustituir la fase de postulación de la Ley 975 de 2005, por una de selección que realice la Fiscalía General de la Nación; incluir patrones investigativos y de desarrollo de las audiencias colectivas que, además de contribuir  a la comprensión amplia de la macrocriminalidad, allanen el terreno para llegar más rápido a las sentencias. También recomienda para el proceso de investigación la selección de máximos responsables, mandos medios y miembros cualificados. Para el resto no seleccionado, la Fiscalía compulsará copias para tratamiento en la Ley 1424 o justicia ordinaria.
 
Al respecto, el Juez Baltasar Garzón, asesor de la MappOEA, señaló que aunque la Fiscalía General de la Nación ya tiene diseñado un esquema de investigación, la Misión propone que el sistema de investigación en Colombia cambie y evolucione hacia la investigación de las estructuras, la financiación, los parámetros de actuación, por actividades de los bloques, por naturaleza de los crímenes cometidos a las poblaciones sensibles. Es decir, que se asuma de una manera mucho más integral.
 
Marcelo Álvarez, Jefe de la Misión de Apoyo al Proceso de Paz en Colombia, explicó que la elaboración de este diagnóstico tomó cinco meses de trabajo sostenido, tiempo en el cual la Misión consultó a un centenar de instituciones y organizaciones del país que han seguido de cerca o han participado en el proceso de Justicia y Paz.
 
Igualmente, Álvarez manifestó que la Misión valora “los esfuerzos que han realizado el Gobierno Nacional, las distintas instituciones del Estado, las organizaciones sociales, para la defensa y promoción de los derechos de las víctimas y para la obtención de verdad, justicia y reparación”.
 
El juez Garzón agregó asimismo que “Colombia es el único país del mundo en el que se está haciendo construcción activa de la justicia de la memoria y de la verdad” y que esa ha sido la base del estudio que emprendieron del proceso en Colombia.
 
Por su parte, el Ministro Juan Carlos Esguerra agradeció a la MappOEA la entrega de este documento: “El Gobierno Nacional expresa la satisfacción y el agradecimiento, que es del alma, con la Misión de Apoyo al Proceso de Paz en Colombia de la Organización de los Estados Americanos, representada por Marcelo Álvarez y asesorada por  el juez español Baltasar Garzón”.
 
Además, parafraseó al juez Garzón al afirmar que “debemos encontrar un mínimo común ético que debe encontrar una Nación, en el trance de la defensa y la realización de las causas más importantes que están detrás de todo proceso como este, que son la causa de la verdad, la  justicia y la reparación”.
 
Principales puntos del documento:
 
Postulación y selección
 
· Sustitución de la fase de postulación de la ley 975 del 2005, por la de selección que deberá llevar a cabo la Fiscalía General Nación con los datos e instrumentos suministrados por autoridades. 
 
· Inclusión de patrones investigativos y de desarrollo de las audiencias colectivas que, además, de contribuir a la comprensión amplia de la macrocriminalidad, allane el terreno para arribar  con mayor prontitud a las sentencias. Este diseño procesal respeta los propósitos de la justicia transicional y contribuye a la materialización de las aspiraciones de las víctimas y la sociedad a una tutela judicial efectiva. Así mismo, las investigaciones deberán conducir a determinar la estructura, modo de operación, comandantes, mandos medios y miembros cualificados así como los instigadores y financiadores. Mediante esta investigación y el ejercicio de la acción penal, se deberá atribuir responsabilidad por crímenes particularmente graves y manifiestos que correspondan a este patrón de comportamiento, y no por hechos en apariencia aislados o inconexos con dicho patrón.
 
· Esta investigación se debe ampliar a quienes voluntariamente, de forma directa o indirecta, suministraron, recolectaron, entregaron, recibieron, administraron, aportaron, custodiaron, guardaron, realizaron, vendieron, invirtieron y cooperaron;  incluidas las personas jurídicas que valiéndose de sus  estructuras societarias para suministraron, fondos,  bienes o recursos, o realizaron cualquier otro acto voluntario que promovió, organizó, apoyó, mantuvo, financió o sostuvo económicamente a uno o varios grupos armados organizados al margen de la ley, facciones, bloques o frentes de los mismos, o a sus integrantes, o cualquiera de sus operaciones. También lo serán los que hubieren prestado su ayuda para el blanqueo, reciclaje y reinversión en el circuito lícito de todos aquellos bienes, fondos, depósitos, inversiones, y específicamente las entidades económico financiera y bancaria, todo ello con origen o fuente delictiva.
 
· Establecimiento de  mecanismos de garantías sobre los desmovilizados en la fase administrativa previa a la selección.
 
· Adopción de medidas cautelares, personales y reales con anterioridad a otras diligencias de imputación.
 
Estrategia de investigación
 
· Selección de máximos responsables, mandos medios y miembros cualificados. Para el resto no seleccionado, la Fiscalía compulsará copias para tratamiento en la Ley 1424 o justicia ordinaria.
 
· Priorización de   la actividad investigadora sobre los motivos, contexto y patrones de la violencia sistemática y generalizada de la macrocriminalidad, enfocándola a las estructuras nucleares, económico financieras y actuaciones del plan macrocriminalidad  de los grupos armados al margen de la ley.
 
· El año 2014, la mayor parte de  los hoy postulados a Justicia y Paz, saldrán en libertad sin haber sido condenados, lo que hace imprescindible el avanzar así como la modificación que se propone que en todo caso incluye la propuesta de la Fiscalía General de la Nación.
 
· Aplicación del enfoque diferencial y la perspectiva de género en las investigaciones judiciales, teniendo en cuenta el especial impacto social y político que el conflicto armado ha tenido sobre determinados grupos sociales, comunidades y pueblos.
 
· Priorización de la investigación, judicialización y sanción de aquellos casos que tienen un especial impacto por su afectación a pueblos o comunidades más vulnerables con el fin de mejorar el diagnóstico e indagación de crímenes que han estado invisibilizados.
 
Vigencia de la Ley 975 de 2005  
 
· Reforma de la ley 975 de 2005 a cuyo tenor podrán acceder al procedimiento especial y a los beneficios consagrados en la misma, aquellos miembros de grupos armados organizados al margen de la ley cuya pertenencia e integración en los mismos sea anterior al 25 de julio de 2005, distinguiéndose entre los siguientes casos: 
a)
Aquellas personas desmovilizadas hasta la fecha de entrada en vigor de la reforma, tendrán acceso al procedimiento especial por hechos cometidos hasta su desmovilización (aunque sean posteriores al 25 de julio de 2005) 
 
b)
Aquellas personas desmovilizadas al momento de la entrada en vigor de la reforma pero que no hubieran sido seleccionadas para el procedimiento especial de Justicia y Paz, podrán solicitar su inclusión en el mismo en el año siguiente a dicha promulgación por hechos cometidos con anterioridad a su desmovilización 
 
c)
Aquellas personas que no estuvieran desmovilizadas al momento de entrada en vigor de la reforma podrán solicitar su desmovilización y selección al procedimiento especial por hechos cometidos hasta la desmovilización en los dos años siguientes a la fecha de entrada en vigor de la reforma.
 
Una cuarta situación diferenciada es la de aquellas personas que, habiendo pertenecido a grupos armados organizados al margen de la ley como simples miembros con anterioridad al 25 de julio de 2005, se hayan desmovilizado con posterioridad a la fecha de entrada en vigor de la reforma, en cuyo caso podrán acceder al mecanismo previsto en la Ley 1424 de 2010, en los términos y con los requisitos establecidos en la misma.
 
Audiencias
 
· Mantener la audiencia de imputación, con previa comunicación por escrito en el plazo que se establezca de dicha imputación a los intervinientes en el proceso. Y fusión de las audiencias de  aceptación de cargos, legalización y formulación de cargos.
 
· El Incidente de Reparación Integral se celebrará después de la sentencia previa declaración de existencia de daño con la participación de las víctimas, sin perjuicio de la que tienen en las etapas previas. El incidente estará a cargo de un servicio de ejecución de sentencias
 
Órganos colegiados
 
· Creación de órganos colegiados de enjuiciamiento y de ejecución de penas en las diferentes fases del proceso con el fin de fortalecer la capacidad de actuación y efectividad de los magistrados de control de garantías, salas de conocimiento y magistrados de control de ejecución de penas, y dar mejor y más ágil cumplimiento al derecho de las víctimas a la verdad, la justicia y reparación. 
 
· Creación de un servicio común de ejecución de sentencias que asumirá las competencias relacionadas con el desarrollo del Incidente de Reparación Integral, la determinación y forma de reparar el daño colectivo, y los demás aspectos de la sentencia.
 
· El concierto para delinquir agravado, es decir la simple pertenencia, sólo debe ser catalogado como crimen en contra de la humanidad cuando se demuestre la comisión de un delito de lesa humanidad. 
 
Víctimas
 
· Reconociendo la especial vulnerabilidad e impacto del conflicto en determinados colectivos, se reconoce la necesidad de aplicar un enfoque diferencial y de género en todas las etapas de Justicia y Paz en particular, y en general en la aplicación de otros instrumentos de Justicia Transicional
 
· Adopción de medidas que apoyen la participación de las víctimas. En este sentido, precisar y dar a conocer las herramientas legales con que cuentan las víctimas para su acceso a material probatorio, a las audiencias y demás actividades procesales relevantes
 
· Aplicación de medidas de protección integral a las víctimas teniendo en cuenta el enfoque diferencial y de género. Proteger la intimidad de las víctimas, especialmente de aquéllas que hayan sufrido violencia sexual, niños, niñas y adolescentes.
 
Comisión de la verdad y memoria histórica
 
· Se recomienda la  creación de una  Comisión de la Verdad y Memoria Histórica como mecanismo de justicia transicional complementario a la acción de la justicia penal y que absorba el mecanismo establecido en el artículo 4 de la ley 1424 de 2010.
 
